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_ I Los dias 16, 17, 18 y 19 de diciembre de 1982 se celebré en San Sebas-
Han el Primer Congreso de Derecho Civil Vasco, organizado por el Depar-
tamento de Derecho Civil de la Facultad de Derecho de la Universidad del
Pais Vasco —Euskal Herriko Unibertsitatea, con la colaboracién de la
Secretaria de Justicia y Desarrollo Legislativo del Gobierno Vasco, sobre el
tema «La Actualizacién del Derecho Civils.

Los trabajos del Congreso giraron en torno a la problematica planteada
n lgs tres ponencias presentadas: «La penetraciéon de la historicidad en el
De'recho Constitucional espafiol. Articulo 149. 1.8 y la Disposicién Adicional
Primera de la Constitucién», por el profesor don Pablo Lucas Verdd; «Las
Competencias de las Comunidades Auténomas en materia de Derecho civils,
a cargo del profesor don Rodrigo Bercovitz y Rodriguez-Cano, y «Proyecto de
reforma de Ia Compilacién de Derecho civil de Vizcaya y Alava», por el pro-
fesor don Adrign Celaya e Ibarra.

. Més de doscientos participantes se dieron cita en este Congreso, compare-
Clendo ampliamente los &mbilos universitarios, profesional y politico. Se
D}‘eser{taron veintiuna comunicaciones referentes a los temas de las men-
clonadas ponencias (1).

-_\‘———

_ }}i)e Las comunicaciones presentadas fueron las siguientes:
ias para la delimitacidn del territorio pard la aplicacidn del Fuero de
— N oZ;:aya, por el sefior Arzanegui Sarricolea.
Barfgdgam la aplicacidn tetritorial de la Compilacion Foral, por el sefior
gel principio de salvedad constitucional del derecho histérico vasco, por
brofesor don Bartolomé Clavero Salvador.
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La sesion solemne de apertura tuvo lugar la tarde del jueves 16 de di-
ciembre, siendo presidida por el Excmo. Sr. Lehendakari de la Comunidad
Auténoma del Pais Vasco, don Carlos Garaikoetxea. Junto a €l integraban
la mesa de esta sesién el Excmo. Sr. Consejero de la Presidencia del Go-
bierno Vasco, don Javier Cafio; el Excmo. Sr. Rector de la Universidad del
Pais Vasco —Euskal Herriko Unibertsitatea—, don Gregorio Monreal; el
Excmo. Sr. Secretario de Justicla y Desarrollo Legislativo del Gobierno
Vasco, don Juan Porres; el Excmo. Sr. Diputado General de la Diputacién
Foral de Guiptizcoa, don Xabier Aizarna; el Excmo. Sr. Alcalde del Ayun-

— Problemdtica en torno a la dualidad legislativa en la Comunidad Autdnoma
Vasca, por las profesoras dofia Alicia de Leén Arce y dofia Carmen Mo-
reno-Luque Casariego.

— Notas para una metodologia de los Derechos Forales, por el profesor don
José Luis de Los Mozos.

— Las escrituras de separacion de bienes y la inmutabilidad del régimen
econdmico matrimonial en el Derecho Foral vizcaino, por el sefior Ga-
rajzdbal Fontenla.

— Para una interpretacion del articulo 10 apartado 5 del Estatuio Vasco,
por el profesor don Gabriel Garcia Cantero.

— El ocaso del articulo 13 (antes 12) del Cddigo Civil, por el profesor don
José Luis Lacruz Berdejo.

— Normas para la interpretacidn del inciso, alli donde existan, del articu-
lo 149.18 de la Constitucién, por el sefior Martinez de Aguirre Aldaz.

— Comentarios sobre fuentes, por el sefior Martinez Ferndndez.

— EI marco econdmico del Estado espafiol a través de la Constitucion es-
pafiola de 1978 y los Estatutos de Autonomia, por el profesor don Arturo
Merino Gutiérrez.

— La Constitucion espafiola de 1978 y su idea de derecho (a modo de simple
sugerencia), para la interpretacién del articulo 149 de la Constitucidn es-
paiiola de 1978, por el sefior Navajas Laporte.

— Del Derecho Foral al Derecho Europeo, por el profesor don Xavier O'Ca-
llaghan Muifioz.

— Consideraciones sobre la posible supresion del principio de inmutabilidad
del régimen econdmico conyugal del articulo 41 de la Compilacién de
1\lapearecho civil Foral de Vizcaya y Alava, por el profesor don Antonio Para

rtin.

— Problemas que plantea la aplicacion de la vigente Compilacidn de Dete-
cho Civil Foral de Vizcaya respecto del régimen econdmico matrimonial,
por las sefioras dofia Maria Jestis Pastor, dofia Jasone Iraragorri y dofia
Isabel Andia.

— Breves cousideraciones en torno a un aspecto de la institucidn que se re:
gu!a en la Compilacién del Derecho Civil de Vizcaya y Alava con la deno-
l;;mnqc;dn de testamento por comisario, por el profesor don Luis Puig

‘erriol.

— La reforma de la Compilacién Catalana, por la profesora dofia Encarna
Roca i Trias.

— Dogmdtica juridica v teoria de la Legislacién, por el profesor don Pablo
Salvador Coderch.

— Las fuentes del ordenamiento juridico en el Derecho vasco, por el profe-
sor don Eduardo Serrano Alonso,

— Los efectos sucesorios de la adopcidn en el Derecho vizcaino, por el pro-
fesor don Vicente Torralba Soriano.

— Comunicacidn sobre el érgano competente para abordar y aprobar la mo-
dificacg’dn, desarrollo o, en su caso, las medidas necesarias para la cor-
servacion del Derecho civil foral, por el sefior Zarzalejos Nieto.
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tamiento de San Sebastidn, don Jestis Maria Alkain, y el Ilmo. Sr. Decano de
la Facultad de Derecho de la Universidad del Pais Vasco, don José Ma-
nuel Castells.

Fue precisamente este ultimo quien en su condicién de Decano de la
Facultad de Derecho, tras ser abierto el acto por el Excmo. Sr. Lehendakari,
intervino para saludar a los congresistas y expresar su agradecimiento tanto
al Departamento de Derecho Civil de la Facultad de Derecho de San Sebas-
tidn, organizador del Congreso, como al Gobierno Vasco, por la colaboracién
prestada. Destacé la entidad de los Ponentes y de las comunicaciones pre-
sentadas y valoré clogiosamente la nutrida representacién de juristas que se
daban cita en este Congreso, al que calificé de hito histérico en el devenir
del Derecho Vasco.

A continuacién, el Excmo. Sr. Rector de la Universidad del Pais Vasco
—Euskal Herrico Unibertsitatea—, don Gregorio Monreal, expresé su satis-
facccién por esta nueva colaboracién enire Gobierno y Universidad, resal-
tando la voluntad de ésta de colaborar en el proceso de imstitucionalizacién
del Pais Vasco, sin que ello suponga dejar de incrementar las relaciones
con la comunidad cientifica; reflejdndose ambas finalidades en la celebra.
cién de este Primer Congreso de Derecho Vasco, que, en sus palabras, de-
berd ayudar a la formulacién del campo normativo que corresponde a
nuestra Comunidad, adecudndolo a las necesidades presentes.

Por ultimo, el Excmo. Sr. Lehendakari, don Carlos Garaikoetxea, se di-
rigi6 a los congresistas destacando, por una parte, que la iniciacién del pro-
¢eso de actualizacién del Derecho Vasco tenga lugar en el marco de la Uni-
versidad, siendo esto unma muesira de que ciencia y sociedad deben caminar
unidas y por otra, el que este Primer Congreso tenga como objeto de estudio
al Derecho civil, cuya actualizacién, como derecho de la vida cotidiana que
€3, debe responder a valores actuales para corregir las disfunciones que
ahora existen,

Llevé al gnimo de los presentes el reto que supone para los legisladores
la dificil simbiosis entre las tendencias sociales contemporaneas del derecho
¥ las peculiaridades de las instituciones juridicas vascas, no obstante lo
cual, la reforma que se emprende debe lograr en la Comunidad Auténoma
Vasca un marco para vivir y normarse de acuerdo con los nuevos tiempos.

. Tras unas palabras de bienvenida y agradecimiento a los asistentes, par-
ticularmente a Jlos acudidos de otros territorios, declaré inaugurado el Pri-
mer Congreso de Derecho Vasco.

. ?I' La primera sesién de trabajo tuvo lugar la mafiana del dia 17 de
Cflmembre. En ella presenté su ponencia el profesor Pablo Lucas Verdd,
tituladg «Penetracién de la historicidad en el Derecho constitucional espafiol.
Articulo 149.1.8 y la Disposicién Adicional primera de la Constituciéns.

-as brimeras palabras del profesor Lucas Verdd fueron para poner de
rehev? la complejidad del tema objeto de su ponencia, puesto que en &l
5e agitan cuestiones de teorfa general del Derecho, de Derecho constitucio-
Bal, de Derecho privado e indudables reflejos ideolégicos.

Comenzg sefialando que la Constitucién ha acogido preceptos de indu-

le raigambre histérica tanto en el Predmbulo como en su articulado:
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articulos 1, 3. 2.°, 4.2, Capitulos III del Titulo VII, fundamentalmente el
articulo 149.1.8, asi como la Disposicion Adicional primera de la Constitu-
cién. En este punto revisé unas afirmaciones del profesor Clavero Salvador,
en las que éste expresaba su desacuerdo con la penetracién de la historicidad
en la Constitucién espafiola de 1978, asi como su preferencia por la recon-
duccién del tema al campo de la razén constitucional democratica «alejan-
dolo de nacionalismos, foralismos y otros historicismos». El Ponente, por
su parte, manifesté que cabe perfectamente la armonizacién del tema auto-
némico con la razén constitucional.

La contraposiciéon a menudo realizada entre sistema constitucional ¥
foralismo tiene origen, a su modo de ver, en un concepto racional norma-
tivo de constitucién: estas consiituciones, fruto de la proiesia de una clase
social revolucionaria, ahora «se opomen o dificultan el cambio pedido por
nuevos estratos sociales, 0 que solicitan grupos o regiones que no han
renunciado a su legado histéricos.

La Constitucién del 78 ha dado un paso significativo que supone una rec
tificacién del tratamiento neopositivista del Ordenamiento Constitucional
con la aproximacién al Derecho Natural y la constitucionalizacién de los
derechos histéricos.

Esta cuestién fue examinada recurriendo al concepto de Constitucién sus-
tancial: realidad originaria y fundamentadora de la Constifucién. Los dos
elementos bédsicos que componen esta Constitucién sustancial son Monarca
y Pluralismo politico, considerando el profesor Lucas Verdd que la penetra!
cién historicista que comporta el Derecho foral se tutela a través del valor
pluralismo politico, de modo que tal penetracién se verifica a través de la
citada Constitucién sustancial.

Puso de relieve el Ponente que la acogida conmstitucional del Derecho
foral supone la desaparicién del conflicto entre poder constituyente (y st
continuacién, el poder legislativo) y la preexistencia y originalidad del Dere
cho foral, pero también supone «aventajar la arcaizacién y marginar el uso
distorsionante de la foralidads. En este punto precisé que la Constitucion
no ha formalizado los derechos histéricos porque esto supondrfa su desnd
turalizacién; la Disposicién Adicional primera de la Constitucién los ampara
Yy respeta, pero no transmuta su consistencia y alcance.

Se refirié el profesor Lucas Verdd a la posible consideracién de la Dis
posicién Adicional primera de la Constitucién y de la Disposicién Adicional
del Estatuto Vasco como atipicas, sefialando que lo son contempladas desde
las categorias de la dogmatica juridica elaborada en el siglo XVIII, pero que
tanto estas disposiciones como el Titulo VIII de la Constitucién, son €l
precipitado formal de una serie de datos histérico-politicos inesquivables:
sreaccién contra el centralismo, autonomias plebiscitadas en ¢l pasado, cues-
tiones como separatismo, terrorismo, derechos histéricoss.

Seguidamente llamé la atencién sobre el paralelismo existente entre la
Codificacién del Derecho privado y el Constitucionalismo del siglo xix. L2
pervivencia de los Cddigos se debe a juicio del ponente a que «la burguesia,
por encima de las instituciones fundamentales que configuran la convivemr
cia polftica, antepone los intereses econdmicos disciplinados en el Derecho
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privado». A esto se debe afladir «el dinamismo de la realidad politico cons-
titucional, las mutaciones ideolégicas frente al conservatismo de los intere-
ses econdémico juridico privadoss.

Al examinar la estructura del articulo 149.1.8 manifesté su desacuerdo
con el andlisis de este precepto conforme al juego regla general-excepciém,
mostrandose de acuerdo con Luigi Rossi en que en Derecho ptblico no hay
excepciones: todo son reglas. Ciertos casos escapan a una regla determina-
da, pero no porque sean excepciones de la misma, sino porque caen dentro
de una regla distinta. En relacién a las fuentes del Derecho, inciso final
del citado articulo, afirmé que se trata de un tema materialmente constitu-
cional, aunque, se contenga en una ley ordinaria como es el Cédigo civil,
porque el Estado est4 interesado en todo lo que sea el modo de produccidn,
modificacion, derogacién, interpretacién y aplicacién de su propio orde-
namiento,

Frente a la tesis de la desaparicién, tras la Constitucién, del Derecho
foral para pasar a ser Derecho Civil de la Comunidad Auténoma mantenida
por la profesora Roca i Trias, el profesor Lucas Verdu se alineé con la del
p}"ofesor Lasarte, manifestando gue no sélo no desaparece el Derecho foral,
SIno que su propia existencia es el criterio natural de atribucién de compe-
tencias respecto de la Legislacién civil a ciertas Comunidades Auténomas.

Fingliz6 sefialando que la penetracién historicista en el Ordenamiento
Constitucional no entrafia la posibilidad de vulnerar éste, ya que los De-
rechos forales o especiales quedan sujetos a él. Insistid, sin embargo, en que
la Constitucién debe ser considerada no solamente en cuanto a su texto
¥ a los preceptos que configuran el llamado bloque de la constitucionalidad
pf"eStO que debe ser tenida muy en cuenta la llamada Constitucién sustan-
cial y Ia Peneiracién historicista que sobre ella se realiza.

. Seguidamente, el profesor Clavero Salvador presenté una comunicacién
fitulada  «Del principio de salvedad constitucional del Derecho histdrico
vascos. Por limitaciones de tiempo se cifié a uno de los aspectos previstos
E.l(ila:t-la .problemética que pla.nte'a. la Disposicién Adicional pri.mer.a de
% 1OSDSE 1tuc16n,v en concreto, ’el mgmflcgdo de .«marco de la Cons.tltucuﬁn y
dispous _Statutos de autonomia» (expresién utilizada en la' parte final de la
cién) y el ambito en que dicha disposicién debe ser aplicada.
a ?ostalu' ‘jiUiCiO «marf:o de la Cons.titu.cién» no pu(lade ser entendido .con.u‘) que
los g idad de.l articulado constitucional es limite para la actualizacién de
erechos histéricos. Si esto fuera asf, no tendrfa sentido hablar de am-
Paro y respeto de los derechos histéricos. En su opinidn, la referencia a tal
Z;arlc;o deh‘_i considerarse hecha solamente a lo que es parte fundamental
Propia Constitucién (1).
enlg lsléel:.cién de los Estatutos de's Autonomia la interpreté el com.uni‘cra:mte
deben s: ido de (%ue es por medio de éstos cc.)mo‘los d'erechos histéricos
tenidy al‘lsust.'stnmadOS. Por tanto no es la Historia quien debe dar com-
0s derechos histéricos, sino la voluntad democritica de cada

1
ﬁtu(cgon;-l-e-slos otros elementos que en ella aparecen, como valores precons-

‘Hnlbién 0 como fundamentadores del propio sistema y, seguramente
aquellos principios o instituciones de reforma mads cualificada».
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territorio expresada en los Estatutos, debiendo estar esta voluntad sola-
mente sujeta a la parte fundamental de la Constitucién. Esto significa la
posibilidad de mayores cotas de autogobierno en los territorios a los que
fa Disposicién Adicional sea aplicada, por encima incluso de ciertas paries
del texto constitucional.

Respecto al ambito de aplicacién de la Disposicién Adicional primera
sefialé el profesor Clavero Salvador que, pese a haberse arbitrado para el
contencioso vasco, se refiere a los territorios forales sin mdés precisiones y
en este sentido ha sido utilizada por el Estatuto valenciano para la
asuncién de competencia en materia civil. Sin embargo el comunicante se
mostré partidario de que si ha de operar como reconocimiento preconsti-
tucional de derechos histéricos, con la trascendencia atriba expresada, y no
como una mera férmula para sumir alguna concreta competencia, €sta sea
aplicada de forma restrictiva. Por ello, a su juicio, solamente la deben uti-
lizar los territorios de foralismo polftico, esto es el Pais Vasco y Navarra.

El que se juzgue la Disposicién Adicional sélo aplicable a los foralismos
politicos no implica que deba cefiirse tnicamente a esta vertiente de la fo-
ralidad. En su opinién podria afectar igualmente a la foralidad civil, plan-
tedndose por tanto la aplicabilidad o no del articulo 149.1.8 de la Constitu-
cién en estos territorios. Los Estatutos vasco y navarro a pesar de referir-
se a «conservacién, modificacién y desarrollo» no contienen en este aspecto
ninguna referencia expresa ni a la Disposicién Adicional primera ni al
149.1.8, surgiendo la duda de si se ha de entender «que escapan al régimen
comin por un principio gemeral de conexién de los Estatutos vascos a sus
derechos histéricos antes que a la propia Constitucién o debe en cambio
interpretarse que se someten plenamente entonces a dicho régimen... por
precisarse para otro efecto... una explicita declaracién de sustanciacién del
derecho histérico».

Tras la lectura de la comunicaciém, se dio paso al debate. La primera
intervencién corrié a cargo del profesor Rubio Torrano, quien subrayd el
apoyo de la Ley Orgénica de Reintegracién y Amejoramiento del Fuero Na-
varro en la Disposicién Adicional primera de la Constitucién, dato a st
juicio significativo para interpretar y conectar las relaciones de la Consti-
tucién y la norma bésica de autogobierno en Navarra.

En lo referente a las fuentes del Derecho (inciso final del articulo 149.1.8
de la Constitucién), y conteniendo la Compilacién navarra normas en esta
materia, consideré que el citado articulo no serviria como tope. Aludié tam-
bién al artfculo 48.1 de la Ley de Amejoramiento, que se refiere a la com-
petencia exclusiva de la Comunidad Foral Navarra en materia de Derecho

- civil foral sin utilizar los términos conservacién, modificacién y desarrollo,
si aludidos en el segundo pirrafo del citado artfculo, pero aqui, segin el
profesor Rubio Torrano, ya no se trata de establecer un 4mbito de aplica-
cién.

A continuacién se produjeron varias intervenciones de los profesores Cla-
vero y Rubio, manteniendo posiciones contrapuestas sobre la denominacién
v naturaleza de la Ley de Amejoramiento.

Insisti6 el profesor Clavero Salvador en la expresién Estatuto navarro
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en lugar de Ley de Amejoramiento, subrayando que iras las diferencias
terminologicas subyacen diferencias conceptuales, Por su parte, el profesor
Rubio Torrano consideré que la espresion Estatuto referida a Navarra po-
dria llevar a un determinado encuadramiento en la Constitucion, concreta-
mente en el Titulo VIII. A ello respondié el profesor Clavero Salvador ma-
nifestando que el encuadramiento en la parte fundamental de la Constitucion
debe realizarse. Puso de relieve que la Constitucién no prevé una Ley de
Amejoramiento y sf, sin embargo, la utilizacién del derecho histdrico, siendo
en su opinién la citada Ley un Estatuto de régimen especial por derecho
histérico igual que el Estatuto vasco, aunque éste haya aprovechado peor
sus posibilidades.

Respecto a la asuncién de competencias en materia civil por parte de
los Estatutos, destacé que todos ellos (incluido cl navarro) parecen indicar
el encuadramiento en el 149.1.8, y aunque en el caso navarro, en el 48.1 no
se alude a los términos conservacién, modificacion y desarrollo, a ellos se
hace referencia en el segundo parrafo de dicho articulo.

Refiriéndose al tema de fuentes, consider6é que la competencia pavarra
en este punto estaba clara, pero planieé sus dudas respecto al sistema de
fuentes navarro y su encaje dentro del sistema de creacién del derecho
propio de un régimen conmstitucional.

La siguiente intervencién fue la del abogado sefior Navajas Laporte, quien

manifesté su temor ante las remisiones generales a la historia por conside-
tarlas acientificas y peligrosas, mostrando ademdas sus dudas sobre la inter-
bretacién del término historicismo. Centrdndose en la Disposicidn Adicional
primera planted su posible consideracién como una clausula de garantia
institucional reforzada. .
. Para responder a esta intervemcién tomé la palabra el profesor Lucas
Verdi, explicando su valoracién del historicismo: «No tomo el Historicismo
el} un Reduccionismo historicista de todo sacrificarlo y explicarlo por la
historia, ahora, s{ creo que es un condicionante sumamente importante».
I?especto a la consideracién de la Disposicién Adicional primera de la Cons-
ttucién como una cl4usula institucional reforzada sefialé que de algiin modo
Pflede ser vista asi porque tiene cierto parecido con las clausulas de intan-
gibilidag o cuasi-intangibilidad.

Contestando a las intervenciones anteriores, el profesor Clavero Salvador,
pUSO. de relieve sus reservas ante las remisiones a la historia en el Orde-
namlerfto juridico positivo, manifestando, frente a las criticas del Ponente
al positivismeo legalista, su preferencia por la voluntad del Estado, si ésta
es Ia df:mocré_ticamente expresada por el pueblo, frente al Derecho foral,
Zttz:;nj‘flnempo volu.ntad .de oligarqufas municipales y e.n. el ca.so n.avarro de
eStertor‘eadas manipulaciones doctrinales de una tradicién histérica en los

s del franquismo.
ﬁtusc(i)?;ecia posible visién de la Disx’)os.icicS.n Aflicional primera cle la Comns-
derochy h'n:g }ma cléusu%a de ga'ran’ha 1nst1tu'c10na1 reforzada, ?enalé que.el
terpretadols rico no o.bhga a ningin contfamdo concreto, puc.ifendo ser in-
Qe so ogy fomo se quiera, v no estando V.mculadlos a nada, dijo, no parece
¢ reforzando ninguna garantia institucional.
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El sefior Navajas Laporte precisé que su referencia a la garantia insti-
tucional se hacia «en el sentido de garantia frente al poder omnimodc del
Estado, para respeto del nacleo esencial de competencias asumido por una
Comunidad Auténomas.

Frenie a esto sostuvo el profesor Clavero Salvador que méas que una ga-
rantia institucional se trataba de una férmula para que ese niicleo esencial
de competencias sea determinado con posterioridad.

A continuacién tomé la palabra el profesor Doral Garcia, quien hizo una
reflexién acerca de la existencia de dos concepciones distintas de Derecho
civil y de Derecho foral, asi como de la variacién de significado de estos
términos a través de la Historia. Se refirié también a las relaciones que hoy
se producen entre las distintas disciplinas juridicas, expresando no sélo las
interferencias que recibe el Derecho civil, sino también la influencia de
éste en oiros ambitos juridicos.

El presidente de la sesién, profesor De los Mozos, realizé algunas con-
sideraciones sobre el Derecho civil constitucional (fema al que habia aludido
el profesor Doral Garcia), sefialando que éste acude en ayuda del Codigo
en relacién con leyes especiales dictadas en virtud de ese fenémeno por el
cual el Gobierno se convierte en legislador, violdndose asi el principio de
separacién de poderes. Por otro lado, subrayé la diferenciaexistente entre
Derecho civil v legislacién civil, diferencia ésta no observada en el articulo
149.1.8 de la Comstitucién, que se refiere a legislacion.

Ante las observaciones del profesor De los Mozos, el profesor Lasarfe
Alvarez expresé que la Consiitucién ha optado por una delimitacién mnor
mativa refiriéndose a «legislacidn civil», pero aqui debe entenderse incluido
todo el derecho civil «que fundamentalmenie es legislacion, pero también
jurisprudencia, usos y costumbres y principios generales del derecho». In-
dicé tambidn que no debe hablarse de una nueva rama, el derecho civil
constitucional, sino resaltar que materias tradicionalmente tratadas por
los civilistas han entrado por fin en la Constitucién.

El profesor De los Mozos matizé su intervencién sefialando que no s€
trata de crear una nueva rama del Derecho, sino de poner de manifiesto
una nueva actitud del intérprete frente a la aplicacién de la norma.

La siguiente intervencién corrié a cargo del parlamentario Juan Infante
(Grupo parlamentario de Fuskadiko Fzkerra en el Parlamento vasco), quien
llevé al dnimo de los presentes algunos de los problemas con que s¢ €I+
cuentra el legislador vasco a la hora de desarrollar el articulo 105 del Esta:
tuto de Autonomia,

A continuacién tomaron la palabra los profesores Lucas Verdd, De los
Mozos, Clavero Salvador y Lasarte Alvarez, respondiendo a las cuestiones
planteadas por el sefior Infants. No reproducimos aqui el contenido de
estas intervenciones, puesto que incidfan directamente en el tema objeto de
Ia segunda ponencia y fueron reiteradss en la lectura de comunicaciones
y debate que siguieron a ésta.

Finalmente, tomé la palabra el presidente de la mesa, profesor De los
Mozos para dar por terminada la sesién.

III. En la segunda scsién del dfa 17 de diciembre el profesor Rodrigo
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Bercovitz y Rodriguez-Cano presenié la ponencia «Competencia de las Co-
munidades auténomas en materia de Derecho civils.

Dio comienzo a su exposicién sefialando la necesidad de abordar este
tema con el maximo respeto al texto constitucional. Indicé por ello que al
realizar la interpretacién del articulo 149.1.8 no hay que negar sentido a nin-
guna de sus partes.

Fl primer punto de su ponencia estuvo dedicado al estudio del comcepto
de Legislacion civil. Recordé c6mo este término aparece cuando en la po-
nencia constitucional se produjo el abandono de la tesis autonomista (com-
petencia en materia civil para las Comunidades Auténomas) en favor de
la tesis foralista (atribucién en bloque de competencias sobre la legislacién
civil al Estado, con excepcién de la coumservacién, modificacién y desarrollo
de los derechos civiles forales o especiales que compete a las Comunidades
Auténomas). A su juicio, el término «legislacién» debe entenderse, en el
articulo comentado, no en sentido formal sino material -—como criterio de
delimitacién de competencias enire el Estado y las Comunidades Auténomas—
abarcando por ello los reglamentos ejecutivos. Se mostré de acuerdo con
la definicién de Legislacién civil expresada por la profesora Roca i Trias:
«Todas aquellas materias que hayan sido calificadas tradicionalmente como
Derecho privade y que no aparezcan recogidas en otros apartados del ar-
ticulo 149.1»,

El segundo apartado versé sobre la «Conservacién, modificacién y desa-
rrollo de los derechos civiles, forales o especiales». Considerdé excesiva la
afirmacién de que es anticonstitucional la unificacién del Derecho civil, ya
Que ni la Constitucién impone Ia pluralidad del Derecho civil, simplemente
se limita a facilitarla, ni los Estatutos garantizan la subsistencia del Dere-
cho foral, dado que las Comunidades pueden derogar total o parcialmente
Su propio derecho. A su entender no se puede ir en este punto, mis lejos
que la doctrina que interpreté la Constitucién de 1931; lo méximo que se
podrfa afirmar es que la wnificacién no es un objetivo constitucional, pero
esto no implica que sea ni anticonstitucional ni antiestatutario.

Pasé a continuacién a explicar las diferentes teorias existentes en la
doctrina sobre el sentido de la expresién «Conservacién, modificacién y
desarroilo de los derechos civiles, forales o especiales». Segin la interpre-
tacién que se dé al término desarrollar se determinardn los lmites de la
competencia que pueden asumir las Comunidades Auténomas.

Una primera teorfa, defendida entre otros por el profesor Lasarte Alva-
rez, limita el desarrollo al 4mbito institucional objeto de regulacién en cada
Compilacién. Otro sector de la doctrina, fundamentalmente juristas catala-
ﬂ'eS, considera como Derecho civil foral o especial todo el Derecho civil
Vigentq en wna Comunidad, prescindiendo de su origen; por tanto el obje-
to del desarrollo es todo el Derecho civil, salvo las materias reservadas en
:zgl?scaso a la competencia del Estado en la segunda parte del artfculo

Los profesores Roca i Trias y Puig Ferriol llegan a la misma conclusién
de 1?. tesis anterior, partiendo de bases distintas. Defienden que no se pue-
de identificar «Derecho civil foral o especial» con el Derecho vigente en
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Catalufia actualmenie, que tan sélo representa una pequefia parite de un
sistema juridico propio. La Constitucién busca soluciones autondmicas en
todas las materias, no siendo una excepcidén el campo civil, s6lo que limi-
tada la competencia plena a los territorios que contaban previamente con
Derecho civil propio. Seria la misma situacién que tras la Constitucion de
1931, pero tinicamente para determinadas Comunidades.

Por tltimo, hizo alusién a la posiura sostenida por el profesor Delgado
Echeverria, que defiende, como la anterior, por un lado la diferencia entre
Derecho civil foral y Compilaciones y por otro la existencia de sistemas
juridicos propios, con sus propios principios v capacidad de autointegracién,
que constituyen el derecho comin en sus respectivos territorios. El desarro-
Ilo de estos sistemas, segin el profesor Delgado Echeverria, salvando la
segunda parte del articulo 149.1.8, seria ilimitado siempre que exista una
linea de continuidad con los principios informadores del Derecho civil co-
rrespondiente, para evitar todo tipo de ruptura contraria al espiritu de la
Constitucion.

El profesor Bercovitz y Rodriguez-Cano, que fue exponiendo los argu-
mentos en favor y en contra de estas teorias, recalcé que no pueden caber
interpretaciones que, vaciando de contenido, dejen sin sentido la primera
frasd del articulo estudiado, donde se realiza la atribucién al Estado de la
competencia en materia civil.

En definitiva, las lineas fundamentales de su ponencia fueron las st
guientes:

— Los derechos civiles forales o especiales son béasicamente los conte-
nidos en las Compilaciones. Estas, a su vez, son espresién de sistemas jurt
dicos propios v deben interpretarse e jntegrarse con las demds fuentes de
derecho.

— La Constitucién permite la actualizacién de estos derechos. Esto su-
pone conservar y modificar los preceptos contenidos en las Compilaciones
vy desarrollar éstas (con las remisiones concretas al Cédigo civil cuando ¢o-
rrespondan a la existencia de una regulacién propia en el momento de 1a
promulgacién de la Compilacién en cuestién) y las instifuciones conexas ¥
colindantes a las actualmente reguladas.

Esta actualizacién se realizard siempre y cuando sea necesaria y podrd
llevarse a cabo por medio de modificaciones de la Compilacién o por leyes
especiales.

Centré las diferencias de su tesis con la del profesor Delgado Echeverria
en tres puntos:

- La continuidad con los principios generales existe con respecto a la
actualizacién cuando ésta consista en desarrollar, pero no cuando se trate
de cambiar lo regulado en las Compilaciones.

— No se puede actuglizar derecho que haya quedado derogado ni siquiera
a través de la Disposicién Adicional primera de la Constitucién.

— Bl desarrollo serd, en principio, indefinido, pero no ilimitado, Siempré
quedard una parcela de legislacién civil ~mayor o menor segin las posibi-
lidades de actualizacién del Derecho civil foral— para el Estado, ademas
de las materias recogidas en la segunda frase del articulo 149.1.8.
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A su juicio, los cambios producidos en la legislacidn civil estatal tendrin
vigencia en las Comunidades Auténomas cuando, refiriéndose a materias
no reguladas por su actual Derecho civil foral, no hayan legislado sobre
ellas, aun teniendo la competencia.

Por dltimo recordd gque toda esta cuesiién se vera afectada por la proé-
xima decisién del Tribunal Constitucional al resolver el recurso sobre la
Ley de Fundaciones Privadas de Catalufia (2) ¥ que a -su entender ya en
Ja sentencia num. 58/1982, de 27 de julio, sobre la Ley de Patrimonio de
Catalufia del mencionado tribunal (3) existe base para colegir que el Alio
Tribunal considera que la legislacién civil como competencia del Estado,
incluso frente 2 Comumidades con Derecho civil foral propio, tiene un con-
tenido mayor del que le es expresamente reconocido en el articulo 149.1.8
in fine.

El tercer gpartado de su ponencia hizo referencia a la «Competencia de
las comunidades auténomas». Sefialé cémo la competencia no la atribuye
directamente Ia Constitucién, sino que es recabada por los propios Estatutos,
asi al estar situada la materia civil en el artfculo 149.1, esta competencia
s6lo podra ser asumida por las comunidades auténomas de «nivel superior».

Sin embargo, muchas comunidades que han llegado a la autonomia por
la via de los articulos 143 y 144 la han asumido en sus Estatutos, justifi-
cando esta inclusién con expresiones semejantes a «sélo serdn efectivas
por la modificacién del Estatuto o por las Leves orgénicas de delegacién o
transferencia» (4). A juicio del Ponente estos preceptos no tienen més al-
cance que el de enmarcar un propésito politico. Son una peticién al Esta-
do para que opere la delegacién a través del articulo 150.2 o buscan un
irimite mé4s sencillo del normal para la modificacién del Estatuto corres-
pondiente.

Mds grave es segtin el profesor Bercovitz y Rodriguez-Cano la situacién
cTeada por el Estatuto de Autonomia de Valencia en sus disposiciones tran-
siforias 12 v 25, en las que se produce una asuncién inmediata de compe-
t?ncias, que exceden del articmlo 148.1, con apoyo en el articulo 150.2. Esta
Situacién es inconstitucional, ya que supondria una delegacién que el dele-
gante (el Estado) no serfa libre para revocar, al temer que pasar, previo
Visto bueno de la Comunidad Valenciana, por una modificacién estatutaria.

Tampoco se mostré de acuerdo con la postura recientemente expresada
por el profesor Garcia de Enterria segin la cual cualquier comunidad podria
asumir directamente la competencia en materia civil, sin esperar plazos o
posibleg delegaciones, dado que se irata de una competencia exclusiva y
Completa de las Comunidades Auténomas, mal colocada en el articulo 149.1.
Expresé el peligro de esta tesis, por la correccién que, careciendo de toda
base legal, supone del texto constitucional.

Por Ultimo, refiriéndose al articulo 48 de la Ley Orgédnica de Reintegra-
\\'\—.

10 gg ni—-:y 1/1982 del Parlamenio de Catalufia («B. O. de la Generalidad» de
70 y «<B.0.E.» de 31 de marzo).
30 (?;)é Fundamento juridico, 1°, pérrafos 4° y 6° y Fundamenio juridico
*» Darrafos 20 y 3,
@ EBstatuto de Aragdn, articulos 35.1 v 37.2.
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cién y Amejoramiento del régimen foral de Navarra, en el cual se recoge
competencia exclusiva para esta comunidad en materia de Derecho civil
foral, indic6 que es preciso preguntarse si la Disposicion Adicional primera
de la Constitucién de 1978 establece una tercera via de autonomia para
Navarra, al efecto de medir el alcance de esta competencia. Si no existe
esta tercera via —de dificil construccién a su entender— habra que recon-
ducir el régimen navarro a cualquiera de los dos previstos en la Constitucién,
va sea al de los articulos 143 y 144, en cuyo caso no cabria la competencia
aludida, o al del 151 y Disposicién transitoria segunda, lo cual no le parecié
sencillo.

En el cuarto apartado de la ponencia del profesor Bercovitz y Rodriguez-
Cano acerca de los «Territorios comprendidos en las competencias que se
conceden a las comunidades auténomas sobre la legislacién civil», se plantea-
ron dos cuestiones referidas a la expresién «los derechos... alli donde exis-
tan» del articulo 149.1.8. En primer lugar negd la posibilidad de que con
apoyo en la Disposicién Adicional primera de la Constitucidn pueda ser
asumida la competencia por Comunidades Auténomas cuyo derecho civil
propio ha desaparecido en la actualidad, en cuanio que el derecho existe
sélo cuando estid vigente y si a través de la citada disposicién se pudiera
resucitar Derecho civil histdrico, esto seria vilido para cualquier Comunidad
volviendo al abandonado planteamiento autonomista. Por ello considerd como
inconstitucional el articulo 31.2 del Estatuto de Autonomia valenciano, ya
que Valencia carece hoy de Derecho civil alguno.

En segundo lugar, estudi6é si las Comunidades pueden extender el ambito
territorial de vigencia del Derecho civil foral a zonas de su territorio donde
no rija. Para el ponente la expresién «desarrollar los derechos civiles, forales
o especiales» se refiere tan sélo a un aspecto material o sustantivo y, en
todo caso, no parece que la actualizacién de estos derechos exija esa amplia-
cién. Llamé por ello la atencién sobre el articulo 10.5 del Estatuto Vasco
en el que se recaba para la Comunidad Auténoma competencia, también,
parb. la fijacion del ambito territorial del Derecho civil foral, expresando
aue la finica interpretacién no inconstitucional de este precepto seria res-
tringirlo a la especificacién o precisién de los limites actuales de vigencia
territorial del Derecho civil vasco.

La dltima parte de esta ponencia estuvo dedicada a «Las materias que
en todo caso quedan reservadas a la competencia del Estado». El profesor
Bercovitz v Rodriguez-Cano sostuvo que la segunda parte del articulo
149.1.8 afianza la competencia estatal de uma manera rigida e insalvable
porque tecoge materias que de alglin modo se relacionan con la indisoluble
unidad de la nacién espafiola sobre la cual se fundamenta la Constitucién.

En los casos en qgue se produzea conflicto con alguna materia regulada en
las Compilaciones, la operatividad de esta regla serd inmediata, Sc mostrd
en conira de aplicarle miméticamente las conclusiones elaboradas sobre el
articulo 15 de la Constitucién de 1931 y el articulo 13 del Cédigo civil; a su
juicio esta doctrina servird tan sélo como criterio de interpretacién y no
podrd ser utilizada para privar de sentido a alguna de las materias enume-
radas cn dicha regla.
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Finalizada la pomencia, el profesor De los Mozos, en su comunicacién
«Notas para una metodologia de los Derechos Forales», estudié fundamental-
menie el problema de la diversidad legislativa. Su origen no puede recondu-
cirse a lg diversidad politica que existié en nuesiro pais ya gue fue un fe-
némeno comun a toda Europa y en ella no qued6 tras la Codificacién el
complicado v confuso sistema de derechos forales que se produjo en Espafia.

Tampoco debe aprovecharse en favor de los derechos territoriales, la de-
fensa del derecho consuetudinario realizada por Savigny. Este sostenfa el
«usus modernus pandectarum» frente al Coédigo, que no seria posible sin una
previa cientificacién de aquél. En este contexto el Derecho consuetudinario
no era més que el derecho de juristas, el derecho comin de la recepcion,
no el derecho territorial.

Frente a estas concepciones es necesario considerar los derechos forales
como un hecho social propio de nuestra convivencia, patrimonio de todos
v en ese sentido establecié dos bases para su desarrollo y ampliacién. Por
una parte tomar en consideracién el <«usus terrae», las necesidades que se
presentan en la vida practica y que pueden ser traducidas con espiritu di-
ferente segtin los territorios y por otra tener en cuenta el sentimiento ju-
ridico de los ciudadanos que es en tltima instancia lo que hay que respetar.

El profesor Salvador Coderch en su commmnicacién «Dogmética juridica y
Teoria de la Legislacién» reflexiond acerca de la actualizacién del Derecho
civil y de c6mo desde hace una decena de afios se produce una ampliacién
del interds del jurista: de la pura dogmética a la teoria de la legislacién, de
la ley como producte a la ley como actividad. Como consecuencia de ella
existe un programa de teoria de la legislacién que permite incrementar la
eficacia del sistema juridico. A modo de ejemplo analizé dos técnicas; una
antigua, la de las partes generales —demostrando cémo en la reciente re-
forma del Derecho de familia no habia sido aprovechada de forma fructi
fera dada 1a absurda proliferacién de disposiciones generales— y otra nueva,
la de las tablas de decisién cuya elaboracién propugné como paso previo a
Promulgarse una ley, con el fin de evitar posibles antinomias, redundan-
¢las y lagunas,

Terminé aludiendo a que estas técnicas dan especialmente buen resultado
€0 paises pequefios, por ello la legislacién de las Comunidades Auténomas
bodia ser una ocasion irrepetible para impulsar un programa de técnica de
la legislacién,

Abierio el debate intervino el profesor Delgado Echeverria para manifes-
tar ?u actierdo basico con las precisiones realizadas a la tesis por él de-
f;n_clhda- En cuanto a si una Comunidad donde no hay vigente Dereche

Vil foral puede asumir Ia competencia de legislacion civil, tiende a pensar
que no es asi, pero recordé que algunos Estatutos lo hacen y pasado el
El:;‘: If’Aa;a fleclarar la' Pcfsible inconstitucionalidad esa situaciéuil deviene
mas <.1ue emas -—a su juicio— se pueden lle’gar a regular de.termmados j:e-
Cipios in’s a‘unque er{ cuanto a precep.tos este'n dcfrogados, existan sus prin-

Piradores informando ese sistema juridico.
es I;;);Otrf’- D_arte, sostuvo que si bien la unificacion del Derecho civil no
nstitucional, la Constitucién no ofrece ningin instrumento para al-
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canzarla: ni una ley armonizadora podria hacerlo, ni una derogacién por
una Comunidad de todo su Derecho foral, aunque fuera posible, tiene visos
de llevarse a cabo. Para el profesor Delgado Echeverria cabe la ampliacién
del 4mbito territorial del Derecho civil foral dentro de una misma Comuni-
dad, aunque puede gue no sea la politica mas deseable.

Aplazada la discusién en este punto, la primera sesiéon del dia siguiente,
18 de diciembre, comenzé con la comunicacién «El ocaso del articulo .13
(antes 12) del Cédigo civil», a cargo del profesor Lacruz Berdejo. El antiguo
articulo 12 del Cédigo civil fue, a su juicio, un articulo «pararrayoss pues .si
no hubiera existido, los derechos forales habrian quedado derogados; sin
embargo, gran parte de la importancia de este precepto se vio recortada
tras establecerse el régimen de Compilaciones, al poder éstas afectarle.

La reforma del Titulo Preliminar supuso la plena afirmacién a los dere-
chos forales, pero la situacién no cambiari hasta la Coustitucién de 1978
¥ los Estatutos donde se produce la asuncién de competencias en materia
civil por las Comunidades Auténomas, sin que a juicio del comunicante se
pueda afirmar que el articulo 13 esté derogado por el 149.1.8 de la Constitu-
cién, ya que éste sefiala competencias v aquél vigencias, Otra cgsa es que
cualquier Comunidad Auténoma dentro de su ambito de competencia pueda
derogar parcialmente el articulo 13. Por este motivo la primera parte de
este articulo, aun manteniéndose en vigor, puede ser dejada de lado por
las Comunidades. La segunda, en la que se establece la supletoriedad del
Codigo civil, ha perdido lo mds esencial de su significado, pues esta suple-
toriedad la afirma ahora una norma de rango superior; el articulo 1493
de la Constitucién. Por tiltimo planteé si una Comunidad podria poner en
vigor el derecho que quisiera como supletorio relegando al Derecho civil
comin a supletorio de segundo grado y la conveniencia o no de este es-
quema.

El profesor O’'Callaghan Mufioz expuso st comunicacién en torno al tema
«Del Derecho foral al Derecho europeo», en la que indicé que una vez su-
perados los avatares histéricos sufridos por los derechos forales y consa-
grada por la Constitucién la diversidad legislativa se deberia atender, sin
por ello atentar a esa diversidad dentro del ambito nacional, a una armoni-
zacién del derecho a nivel europeo, para lo que realizé diferentes propuestas
referidas a las més importantes instituciones del Derecho civil,

E:l Ponente, profesor Bercovitz y Rodriguez-Cano, contestando a si la pre-
clusién de plazos podria acabar con la inconstitucionalidad de algunos Es-
tatutos, cuestién planteada por el profesor Delgado Echeverria, sefialé que,
dada la mecénica del recurso de inconstitucionalidad, suponia un gran coste
para muestro sistema juridico el que funcionen como constitucionales normas
que se cuestionan que lo seam, sin tener certeza de ello hasta que lleguen
al Tribunal Constitucional, Precisamente esto deberfa comprometer a todos
a realizar la legislacién con el maximo cuidado.

) .Para el ponente la posibilidad de ampliar el 4mbito territorial del Derecho
civil foral en las Comunidades en las que s6lo rija actualmente en una
barte de su demarcacién, supondria un desequilibrio no justificado respecto
de aguéllas en que al no existir derecho foral vigente :no pueden asumir
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competencia en materia civil. Si es factible, en cambio, que por sucesivas
derogaciones parciales de la respectiva Compilacién se quede ésta sin ma-
teria, produciéndose «de facto» una unificacién del Derecho civil a través
del articulo 149.3 de la Constitucion.

Habl6 después la profesora Roca i Trias sefialando que, aunque su propia
postura no habia variado, se articulaba ahora sobre bases distintas. Desde
su punto de vista se puede hablar de dos zonas de competencia: una pri-
mera reflejada en la segunda frase del articulo 149.1.8, sobre la que el
Estado osteanta competencias exclusiva, no pudiendo ser invadida por las
Comunidades Auténomas y una segunda zona en la que coinciden compe-
tencia exclusiva del Estado y competencia exclusiva de la Comunidad sobre
la misma materia, ambos legisladores en plano de igualdad.

La Constitucién tmicamente fija un techo mdximo de competencias que
las Comunidades asumen de acuerdo con sus necesidades y posibilidades,
por ello no se debe identificar Derecho civil, foral o especial con Compilacién
¥ a su juicio el legislar con base en principios supone el mismo problema
que legislar sobre las Compilaciones, si esos principios deben deducirse del
ordenamiento compilado ya que pueden no responder a las necesidades de
la sociedad actual.

El profesor Salvador Coderch se refirié a la historia de Catalufia para
expresar que es fruto de la guerra civil que en Catalufia rija «um» derecho
histérico determinado pues «otro» habia sido derogado y calificé a la Com-
pilacién de Derecho civil cataldn como una ley profundamente recortada,
sin mas alcance que el de un accidente histérico. La Constitucién de 1978
Do obliga a continuar «hasta el infinito» la politica foral del régimen an-
terior. Por ello no entiende cémo desde posiciones progresista se defiendan
fesis que conducen a una «eutanasia» de los derechos forales.

M4s adelante indicé que efectivamente la sentencia del Tribunal Consti-
tucional sobre la Ley de Fundacionmes de Catalufia serd de capital interés
de cara a precisar los lmites del Derecho civil foral, pero que no cree que
la sentencia del mencionado tribunal 58/1982 de 27 de junio se pueda citar,
como hizo el ponente, a la manera de posible precedente, ya que la Ley de
Mostrencos no es una ley de un derecho privado y sobre cuestiones en torno
a ella versé la antedicha sentencia.

El profesor Lasarte Alvarez recordd cémo por una parte los derechos fo-
rales se mantienen frente al empuje de la Codificacién en el siglo x1x gracias
al apoyo que obtuvieron de los sectores sociales mas privilegiados y cémo
POr otra, ya en el franquismo, las Compilaciones no fueron mas que una
férmula de contentar a algunas zonas que hablan apoyado la denominada
causa macional, Esto, afiadido a cudl es el contenido de los derechos fo-
rales, hace que sea diffcil, en principio, ser progresista y defender el de-
recho foral, Ademds, a su entender, no se puede hablar de sometimicnto
al Perecho castellano, puesto que éste no es mis que un derecho comtin
Yacionalizado y codificado, pero con grandes relaciones en esencia con los
derechos forales,
encﬁ;airofesor C{avero Salvador intervino para seﬁa}lar que las piezas que no

an en la interpretacién del profesor Bercovitz y Rodriguez-Cano eran
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piezas estatutarias. Esto se debe, a su juicio, a que los Estatutos han
aprovechado ampliamente, prescindiendo de los supuestos para los que fue
pensada, la Disposicién Adicional primera de la Constitucién. Asi, es claro
que ciertos Estatutos en algunas materias van por encima de la Constitu-
cién —el Estatuto Vasco en materia de policila— y por tanto no ioda la
Constitucién es marco de algunos estatutos. Por otra parte, el articulo 149.1.8
no puede ser el marco donde se aplica en materia civil la Disposicién Adi-
cional primera ya que ésta es una verdadera adicién a la Constitucién y
por ello el articulo 149.1.8 no pudo preverla.

FEl Ponente, profesor Bercovitz y Rodriguez-Cano, sefialé que si la Cons-
titucién se hubiera decidido por una solucién autonomista en materia civil
habria obviado todas las dificultades que ahora se plantean. Aun siendo ésia
la opcién ideal no fue la adoptada y no se puede romper el marco consti-
tucional. A pesar de esto comprende el descontento de ciertas Comunidades
como la catalana que se ven, por el escaso contenido de su Compilacién, 1
mitadas respecto a otras cuyas Compilaciones permiten una mayor exten
sién. Por ello se manifesté en favor de dar el méximo desarrollo posible
al Derecho civil foral ~—siempre dentro del marco de la Constitucién— le-
gislando en, base a los principios generales, scan deducidos de la ley o e*
tralegales, siempre v cuando estén vigentes.

Més adelante reconocié que aunque el profesor Salvador Coderch pueda
tener razén en cuanto a la naturaleza de la Ley de Mosirencos, esto 10
afecta a su argumento ya que independientemente de ello en la sentencis
debatida se establece como «ratio decidendi», aunque parcial, el que la le
gislacién civil es competencia estatal incluso frente a una comunidad como
Catalufia y que su contenido es mds amplio que las materias reservadas en
todo caso al Estado. Por ultimo, sostuvo que la disposicién adicional prk
mera no puede ser la ocasién para lanzarse a revisar la historia; su finali-
dad no fue esa sino dar cabida al régimen administrativo y fiscal del
Pais Vasco y Navarra. En todo caso, podria servir para acercar las compe
tlencias de las Comunidades de nivel inferior a las de nivel superior.

Intervino a continuacién el profesor Celaya e Ibarra, mostrando su dis
conformidad con que se asimile Derecho civil foral con Derecho compilado-
A su juicio, la Disposicién Adicional primera puede ser el camino para
resolver el pleito particular que con la historia tiene el pueblo vasco. Como
consecuencia de ello, le parece posible que la Comunidad vasca legisle et
materia de Derecho civil para GuiptGzcoa y para el territorio de Vizcayd
en el que no rige la Compilacién. El hecho de que en ésta se contempled
diversos preceptos para solucionar la colisién entre legislaciones, asi como
diversos antecedentes histéricos (5), pueden servir, a su entender, de basé
para que sea la propia Comunidad la que fije el Ambito de vigencia de s¢
derecho. Finalmente discrepé del ponente en que la aplicacién de la Dispor
sicién Adicional primera pudicra suponer la vuclta a un autonomismo in-
discriminado, va que, afirmé, la Constitucién quicre atender tan sélo a 108
ierritorios donde haya una cuestién foral pendiente y no a otros.

(5) Concordia de 1630, en la que se concedia a las villas la posibilidad
de optar por el régimen civil foral.
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Hablé después el profesor Lasarte Alvarez para precisar que él nunca ha
sostenido que el desarrollo de los derechos civiles forales deba reducirse a
ias Compilaciones, sino que debe atender a los problemas juridico-materia-
les, especificos respecto al Derecho civil comtn, que se presentan en un
terriiorio,

El profesor Salvador Coderch sefialé que es frecuente desde posiciones
unitarias acusar a quienes no comparten su tesis, de intentar romper el
texto constitucional. No parece que sea asi cuando el profesor Bercovitz
¢ Rodriguez-Cano ha demostrado que el articulo 149.1.8 permite hasta cinco
lecturas distintas.

La profesora Roca i Trias tomé la palabra manifestando que dadas las
redacciones de los distintos Estatutos no crefa que el techo alcanzado por
unos y otros sea el mismo. Por otra parte, consideré més acertado el empleo
del término derechos nacionales o territoriales en vez de derechos forales,
pues el origen foral y por tanto privilegiado del derecho no se dio en todas
las Comunidades. Para ella, la existencia en materia civil de competencias
exclusivas compartidas entre Estado y Comunidades se evidencia en que
dentro del 149.1.8 se contemplan las normas para regular los conflictos entre
fimbos ordenamientos, lo que demuestra que se encuentran en plano de
igualdad,

Acto seguido, el sefior Navajas Laporte se refirié a la necesidad de que
cada Comunidad tenga su propia concepcién del Derecho, siempre que se
adecten los sistemas juridicos resultantes a la Constitucién y fundamental-
mente al concepto de Estado Social de Derecho.

.EI profesor Rubio Torrano manifesté que el fuero no supone en absoluto
pr“{ﬂe&io y consideré que aunque tal vez la solucién autonomista fuera mas
positiva, hoy seria mas dificil implantarla que en 1931, dado el desarrollo
actual del Derecho civil. Indicé, por tltimo, que, aunque no esté de acuer-
do con muchos de los contenidos de la Compilacién navarra, no hay duda
Que el grado de desarrollo que ésta posibilita es mayor al de otras Co-
munidades,

Cerré el debate el profesor Bercovitz ¥ Rodriguez-Cano expresando su
Preocupacién de que se deje de respetar la Constitucién en algin punto,
Z’: r‘iuf: faltardn argumento para defenderla en otros. Contestando a las ob-
o o ()C;?ll}es de la profesora Rc’)ca i Trias, -seﬁalc'i que la presencia de no:f'mas
rang icto no prt.leba po.r si sola la existencia de‘ orden‘ami?ntos de igual
cién ,ez: que? funcmnar% smmpre' q\’le. haya qt'xe’des'hndar ambitos de aplica~
fener o re diferentes s1sten:1as Ju'rldlcos. ’Opmo, sin embargo, que son de
Tharr 0 cuenta estas c?n51de.rac1ones asi cc.)mo' las del 'profesor Celaya e
Preceptcl;espeCt(-) a la existencia en la Compilacién de Vizcaya y Alava de

S destinados a resolver conflictos.
e Il\;s ZE‘hl la sesién de :trabajo celebrada la tarde del dfa 18 de-dic?embre
‘PrOyec'te profesor Adridan Celaya e I1?arra presenté su .p'onencla.utulada
Alayas, 0 de Reforma de la Compilacién de Derecho civil de Vizcaya y
Realizg en primer lugar una serie de consideraciones generales. A su

Tuicg .
10, los articylos 149.1.8 de la Constitucién y 10.5 del Estatuto Vasco ga-
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rantizan suficientemente Ila autonomia que la Comumnidad Vasca necesita
para desarrollar su propio Derecho. Son légicas las reservas que se estable-
cen en favor del Estado en la segunda frase del citado articulo de la Cons-
titucién, aunque la de las normas de conflicto puede impedir el buen de-
sarrollo de la reforma del Derecho civil vasco, va que incide en la cuestién
de la tromcalidad. Por ello recabdé competencia para la Comunidad Auténo-
ma para regular los conflictos entre aforados y no aforados.

La base del desenvolvimiento del Derecho civil vasco deben ser los prin-
cipios generales del Derecho foral, que no se corresponden con los recogidos
en la Compilacién. Este desarrollo habri de realizarse de acuerdo con la
realidad de la sociedad vasca aciual. A pesar de que ésta sea muy distinta
a la de los tiempos forales, es preciso mantener las instituciones civiles
vascas debido a su arraigo en el pueblo y a que sus fundamentos. no han
perdido vigencia.

Expres6 a continuacién la necesidad de que anies de comenzar a legislar
en materia civil debieran llevarse a cabo dos tareas previas:

— Una, inmediata, acomodar los preceptos anticonstitucionales de la
Compilacién: establecer la igualdad enire los hijos y de sexo, eliminar el
dualismo legislativo entre villas v anteiglesias, posibilitar la mutabilidad del
régimen econdémico tras el matrimonio, ocuparse de las consecuencias eco
némicas de la separacién, nulidad y divorcio.

— La otra, comenzar profundos estudios de toda indole para captar la
esencia del Fuero y acomodarlo a la sociedad actual.

Manifesté que como aportacién a la primera fase anunciada presentaba un
proyecto para la reforma de la Compilacién de Vizcaya y Alava. La expo-
sicién v debate de su Titulo primero acerca de la aplicacién territorial del
Derecho civil de Vizcaya fue la parte fundamental de esta sesidn.

El profesor Celaya e Ibarra recordd los problemas que el dualismo legis:
lativo crea en Vizcaya, agravados por el actual desarrollo urbanistico de las
villas. Propugné como criterio de solucién una ley para cada municipio,
rigiendo el Derecho civil comtin en las villas y la ciudad de Ordufia y el
Derecho civil foral en el resto del territorio vizcaino, también en las po-
blaciones que fueron amnexionadas a villas (arts. 1 v 2 del Proyecto). Por
otra parte, las modificaciones administrativas de los términos municipales
no variardn el régimen aplicable a los territorios afectados.

Dado el cardcter tajante de estas medidas y para evitar el ser sometido
a un derecho mno deseado, se ofrece a todo vizcaino la opcién de acoger
sus relaciones juridico-civiles & la Ley foral o a la comtin, siempre a salvo
los derechos de los parientes tronqueros y sin perjuicio de tercero (art. 5.

La opcién deberd ser publica y no podri ser revocada hasta transcurri-
dos diez afios, El Ponente manifesté su temor respecto a una posible an-
ticonstitucionalidad de esta solucién en cuanto que podria suponer una nor:
ma. de conflicto, reiterando la necesidad de una interpretacién extensiva de
la competencia de la Comunidad para solucionar estos problemas.

Con el fin de completar ¢l esquema de aplicacién del Derecho en Vizcaya,
el profesor Celaya e Ibarra extiende la opcidn en el articulo 4 del Proyecto,
permitiendo a cualquier municipio vizcafno solicitar que en su demarcacion
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entre en vigor la Compilacién. Por dliimo y a moda de sugerencia, ya que
desde su punto de visia no hay que tratar de imponer el Derecho vizcaino
al vesto del Pais Vasco, concede en la Disposicién Final primera del Pro-
yecto la misma opcién por el Derecho civil vigente en Vizcaya a quienes
tengan su vecindad en Alava o Guiptizcoa y en la Disposicién Final segun-
da similar opcién a los municipios guipuzcoanos y alaveses.

Finalizada aqui la primera parte de exposicién del profesor Celaya e
Ibarra, se dio lugar a la apertura del debate, tomando la palabra en primer
lugar el profesor Lasarte Alvarez, quien indicé que no le parece anticonsti-
tucional la opcién ofrecida, ya que a nadie se le somete conira su voluntad
ui se lesiona ningiin derecho. Sostuvo que tal vez la cuestién de la posible
emplacion del Admbito territorial del Derecho civil vasco debiera dejarse
para la segunda fase del desarrollo. En cuanto a las materias sefialadas
como prioritarias indicé que cabria afiadir la supresién del régimen de co-
municacién foral.

El Ponente discrepé del profesor Lasarte Alvarez en cuanto al momento
de abordar la fijacién del dmbito territorial, dada la urgencia que —a su
juicio— ese tema precisa. Acto seguido hizo referencia a la comunicacién
1o leida del abogado sefior Zarzalejos Nieto sobre «Organo competente para
abordar y aprobar la modificacién, desarrollo o en su caso, las medidas
necesarias para la conservacién del Derecho civil foral», mostrandose de
acuerdo con éste en que en esta materia la iniciativa legislativa, cuando
menos, debia pertenecer a las Juntas Generales.

El abogado sefior Barreda propuso en su comunicacién «Notas sobre
1‘::1 aplicacién territorial de la compilacién foral», la persistencia de la dua-
lidad legislativa en Vizcaya siempre que se consiga la fijeza de los limites
c}e cada territorio, para lo cual piopuso que los propios ayuntamientos se-
falen el «perimetro urbano» en que se ha de aplicar el derecho comtm,
acuerdo que serfa aprobado por las Juntas Generales y que durante un
lapso de tiempo prudencial no podria ser alterado.

) Sobre el mismo tema el sefior Arzanegui Sarricolea presenté una comu-
mcz-icién con el titulo «Ideas sobre la delimitacién del territorio para la apli-
¢acién del Fuero de Vizcayas. Explicé cémo el criterio —a su juicio valido—
Que inspira la Compilacién en esta meteria es que la villa no aforada com-
brende el nicleo urbano y las superficies de st término que estén afectadas
p.or el Plan de Ordenacién Urbana. Estas son entidades en continua expan-
Sién y se produce un comstante crecimiento del territorio no aforado con
cf‘rgo al aforado. La mutacién de réstico a urbano en el destino de una
finca ha de producir ciertos efectos en el orden juridico —el derecho de
%aca no podrs ejercitarse sobre una finca rdstica cuando ésta ha pasado a
SeT solar—, perg no cree que «la expansién del &rea de ordenacién urbana
broduzca el efecto de que en ella varie por completo la legislaciéns. En
eﬁ? sentido instituciones tales como la comunicacién foral o el poder testa-
tario no tienen por qué ser desterrados de ese territorio ahora urbano.

o Islzztuvo la necesidad de que el derecho que s.e ofrezca a las vill'as en
SOcioecV;,o tex‘to foral resulte acomodado a su realldad.y a s.us necesidades
Mémicas y para ello «el problema de la vigencia territorial del Fue-
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ro de Vizcaya -debe pasar a segundo plano anteponiéndole como cuestidén
primordial la delimitacién objetiva de sus instituciones.»

La sefiora dofia Inmaculada Boneta, viceprésidenta del Parlamento Vasco,
manifesté su desacuerdo con toda tesis tendenie a recortar la potestad le-
gislativa del Parlamenio en esta materia en favor de las Juntas Generales,
aunque éstas podran ejercitar la iniciativa legislativa i)revista en el Es
tatuto.

Intervino luego el sefior Infante, quien preguntd si el sistema de opcién
presentado por el profesor Celaya e Ibarra es en realidad un criterio de
fijacién territorial o supone, mdas bien, incorporar un mecanismo diferente
al establecido en el Estatuto de Autonomia. Expresé los problemas que
pucde acarrear el que la fijacién del ambito territorial sea subjetivo, agra-
vados por la no concordancia entre vecindad civil y administrativa.

Acto seguido tomd la palabra el profesor Clavero Salvador para expre
sar que no entiende el que a la hora de desarrollar el Derecho civil vasco se
quieran guardar servidumbres a la Compilacién, ya que todos estin de acuer-
do en que es totalmente insatisfactoria. En esta linea preguntd taxativamente
que por qué el Parlamento Vasco no ejercita sus competencias, legislando agl
sin ninguna atadura.

El profesor Bercovitz y Rodriguez-Cano intervino para indicar las difi-
cultades concretas con las que se encuentra cualquier intento de acercar
las nociones de vecindad civil y vecindad administrativa, mostrandose par-
tidario de una Ley General de Conflictos con relacién a los distintos sis-
temas juridicos coexistentes en territorio espafiol. A su entender es evidente
que tanto en el primer capitulo como en las disposiciones finales de la re
forma propuesta se recogen normas de conflicto cuyo euncaje es arduo a In
luz de la Constitucién. Criticé que se deduzca de la ponencia la sumision
de la mujer a la vecindad del marido, ya que al ser ejercitada la opcitn
para elegir la ley aplicable a sus relaciones juridicas por ambos cényuges
no se contempla la posibilidad de que tengan vecindad distinta. A juicio
del profesor Bercovitz y Rodriguez Cano el articulo 144 del Cédigo civil
estd derogado por aplicacién directa de la Constitucién.

La sefiora Inmaculada Boneta contesté al profesor Clavero Salvador sig
nificando que la complejidad del tema habia aconsejado el no comienzo de
la legislacién y que precisamente el objeto de este Congreso era hallar los
criterios para emprenderla con mayores garantias.

Cerré esta sesién el Ponente profesor Celaya e Ibarra, contestando a 1as
cuestiones que le habian sido formuladas. Respecto a los diferentes crite-
rios de delimitacién territorial defendidos por los sefiores Barreda y Arza
negui afirmdé que eran validos como el suyo propio para iniciar la discusién
sobre este problema. Se mosiré de acuerdo con las precisiones del sefior
Arzanegui acerca de la no extensién de la troncalidad a las fincas urbanas
y en reducin ésta a lfmites m4s estrictos. En cuanto a las preguntas plat
teadas por el sefior Infante sefialé que es lamentable que no exista corre
facién entre la vecindad civil y la administrativa, pero que no puede saltarsé
lo previsto en el Cédigo civil en esta, materia: la sujecién a un régimen civil
se determina por la vecindad civil.
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Por 1ltimo, contestando a las observaciones del profesor Bercovitz ¥y Ro-
driguez-Cano recordé su ya antigua postura en favor de una Ley General
de Conflictos, pero dado que se esti estudiando la vecindad civil, sin en-
trar en normas de conflicto, recalcd la necesidad de gue estas dos cuestio-
nes se regulen conjuntamente para poder sostener la Compilacién de Viz-
caya. Por otra parte, para el Ponente el articulo 144 del Cddigo civil se
halla vigente y es dentro del régimen econémico comun donde los conyuges
ejercitan la opcidén por una ley u otra, lo que no es anticonstitucional.

La dltima sesién del Congreso tuvo lugar la mafiana del dia 19 de di
ciembre. Continué el ponente su exposicién centrandose en esta ocasién en
el tema de la troncalidad (Tit. II de la Compilacién vizcaina).

La troncalidad vizcaina presenta unos caracteres distintos de la navarra
¥ aragonesa, y su configuracién actual es el resultado de una serie de de-
cisiones de tipo legislativo. Actualmente, en Vizcaya esta institucién se
aplica tanto en la sucesién testada como en la intestada, considerdandose
parientes tronqueros no sélo los ascendiente's, sino también los descen-
dientes.

En primer lugar fueron analizados los elementos real y personal de la
troncalidad. Respecto al primero, esto es, los bienes que deben considerar-
Se troncales, el Ponente se mostré partidario de no conceder este cardcter
a las fincas urbanas ni a las industriales porque no crean ese nexo con la
familia que constituye la razén de ser de la tromcalidad.

Refiriéndose a los elementos personales puso de relieve la inconstitucio-
nalidad del articulo 7.° de la Compilacién, donde se establecen diferencias
en?re los hijos por razén de su origen. Igualmente debe desaparecer el re-
Quisito de legitimidad exigido a los ascendientes y colaterales. En este punto,
debe subrayarse el criterio favorable del profesor Celaya e Ibarra para la
€xtensién de los derechos de troncalidad a los hijos adoptados de forma
blena antes de los catorce afios.

Fa situacién de los bienes raices en tierra llana es un presupuesto nece-
Sario de la troncalidad. Pero ésta puede afectar igualmente a los vizcainos
no aforados que realicen enajenaciones de bienes calificados como ftron-
c.aleS, En este sentido el articulo 10 de la Compilacién establece que exis-
Elrzl::l; pal‘ient'es tronqueros, las enajenaciones a titulo gratuito de bienes

€s realizadas por vizcafnos (aun no siendo aforados) sélo pueden
hflcerse a favor de aquéllos. Considerdé insuficiente este precepto, ya que
s0lo estd referido 2 las enajenaciones a titulo gratuito. Ademds ha sido a
menudo objeto de una interpretacién restrictiva, exigiéndose para su apli-
;::“:}T;ZUI; triple requisito: que se trate de un bien troncal, que el enajenante
la ay Cta no, y que. el adquirente sea aforado. La red:.accién propuesta sefia-
losqde odos los vizcafnos estdn sujetos a las obligaciones y disfrutardn de
erechos que establecen las mormas sobre troncalidad.
laci‘:: I\;llltimo: el Ponente consideré que era ne?es:ctrio incluir en la Compi-
sentid 1 1;?51b1]1dad de otorgar documentos pubhc.os en euskera. En este
del ame abla que entender su propuesta de redaccién del segundo parrafo
articulo 11 estableciendo tal extremo.
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Seguidamente se dio paso a la lectura de las comumicaciones. La primera
de ellas fue la del profesor Torralba Soriano, titulada «Los derechos suce-
sorios de la adopcion en el Derecho vizcaino».

El comunicante, ante el silencio de la Compilacién en este punto, presen-
t6 una serie de pautas sobre lo que podria ser la futura regulacién de la
materia. A su juicio, el legislador vasco no esta en este extremo concreto
consirefiido por ningin imperativo constitucional y en consecuencia puede
optar por los criterios que le parezcan més adecuados. A este respecto,
expresé su parecer comntrario a ‘conceder a los hijos adoptivos derechos so-
bre los bienes troncales, mostrandose en cambio partidario de equiparar a
log hijosl adoptados en forma plena, a los hijos por naturaleza respecto a los
bienes no troncales.

A continuacién, la profesora Roca i Trias presenté su comunicacién «La
reforma de la compilacién de Catalufia». A lo largo de su intervencion, Ia
profesora Roca i Trias refiri6é los pasos y actuaciones llevados a cabo
para la reforma del citado cuerpo legal. Comenzd sefialando que la actual
Compilacién de Derecho civil de Catalunya estd siendo objeto de estudio
en la ponencia de Justicia del Parlamento catal4n para ser adaptada a los
principios constitucionales.

El origen de esta ponencia estd en, una proposicién no de ley sometida
por los Grupos parlamentarios a la Mesa del Parlamento cataldn. Esta pro-
puesta fue aprobada por el pleno del Parlamento del dia 29 de abril de
1981. En ella se encomendaba a la Comisién de Justicia del Parlamento el
nombramiento de una ponencia para la elaboracién de una proposicién de
ley sobre modificacién de la Compilacién de Derecho civil de Catalunya,
optindose de este modo por una de las técmicas posibles: reformar direc
tamente la Compilacién,

La proposicién no de ley arriba citada, venia, segiin manifesté la profe-
sora Roca i Trias, motivada por dos razones. La primera de éstas fue la
presentacién por parte de algunos grupos parlamentarios de proyectos
de ley relativos a materias civiles, en parte coincidentes, pero con técnicas
legislativas distintas, puesto que algunos planteaban la reforma de la Comr
pilacién y otros optaban por leyes especiales. La segunda de las razonés
apuntadas era la cuestién de insconstitucionalidad planteada por el jueZ
titular del Juzgado nuim. 7 de Primera Instancia de Barcelona sobre el
articulo 2523 de la Compilacién catalana, que establece la incapacidad par@
suceder de los hijos adulterinos, incestuosos y sacrilegos, y que indudable-
mente suponfa un toque de atencién para acelerar los trabajos de adecu2:
cién de la Compilacién a la norma constitucional (6).

Por otro lado, la profesora Roca i Trias sefialé que también las altas €5
feras juridicas del pafs han expresado sus criterios sobre la reforma de 2
Compilacién. A ello fueron instados por el Conseller de Justicia de la G&
neralitat que habfa sido recabado a tal efecto por el Presidente del Parle-
mento catalédn. Ante la abundancia de respuestas, el Departamento de Jus-
ticia, encargado de canalizar los dictdmenes hacia el Parlamento, se vio en

(6) Sentencia del Tribunal Constitucional de 1 de junio de 1981.
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la necesidad de realizar un documento de sintesis, para lo cual creé una
comisién especial. Este dictamen no se limita, como tampoco se limitaban
los de las entidades consultadas, a la adaptacién de la Compilacién a los
principios constitucionales, sino que se propone ademéas la reforma de
aquellos preceptos que aun no siendo anticonstitucionales, no se ajustan a la
conclencia social.

Las reformas propuestas sq fundan en la igualdad de sexos de los hijos
snte la ley, en la igualdad de derechos y deberes de los cényuges, asi como
en. la sensibilidad social y en la estructura constitucional.

Seguidamente, el profesor Lasarte Alvarez expuso unas ideas sobre «El
derecho de adquisicién preferente de los tronqueros v el procedimiento ju-
dicial del articulo 131 L. H.», sefialando su proyecto de plasmarios con
posterioridad en una comunicacién.

En los supuestos de ejecucién hipotecaria v demids procedimientos con-
tra los bienes troncales, el articulo 58 de la Compilacién Vizcaina establece

el derecho de los parientes tronqueros de concurrir a la subasta de estos
bienes.

EL profesor Lasarte Alvarez sugiri6 un mecanismo para abreviar atin mas
el procedimiento del articulo 131 L. H. Consisticfa éste en incluir en la
Compilacién un precepto en el que se estableciera la necesidad de notifica-
cién a los parientes tronqueros de la subasta de un bien troncal antes de
Que ésta sea anunciada ptiblicamente.

Respecto al sistema de edictos pfevisto en el articulo 52 de la Compila-
cién para el anuncio de la enajenacién de bienes tromcales, sefialé que dada
la aconfesionalidad del Estado, la fijacién de éstos en la iglesia parroquial
podria rayar la insconstitucionalidad.

A continuacién, tomé la palabra el Ponente, quien refiriéndose al sistema
de notificacién sugerido por el profesor Lasarte Alvarez, puso de manifiesto
un problema prictico: la dificultad para localizar y notificar a los parientes
fronqueros. Sin embargo, a su juicio son compatibles la notificacién de la
Subasta y 1a concurrencia gl tiempo de ésta.

En el tema de los edictos mostré su desacuerdo con el parrafo ultimo
del‘ articulo 52 de la actual Compilacién, donde se establece la mnecesidad
de expresar en el llamamiento el precio de la venta. Este requisito entor-
bece el trifico porque para precisar el precio se requieren unas negociacio-
U¢s en periodo avanzado, que el ejercicio del derecho del tronquero vendria
2 _truﬂCar. Manifesté también que aunque por diversos motivos, se habia in-
Ehnado en su proyecto de reforma por la colocacién de los edictos en el
ablén de anuncios de la Casa Consistorial, no consideraba inconstitucional
St fijacién en las Iglesias.
amiiiﬂdamente intervino €l sefior Arzanegui Sarrico}ea, para m.c?strar su
tados Z con la extensién de los derecho.s de la troncalidad a lqs }1.1_105 adop-
ser intee forma plena, afirmando que incluso la actu'al Compilacién puede

Tpretada en tal sentido. Tal extensién debe realizarse sélo a los adop-
inf:gsr Pl.enamente antes de los catorce afios, porque la juventud facilita la
acién total en la familia.
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A continuacién, el Notario sefior Fernandez, de Bilbao, seiialé que en la
actualidad pueden ser otorgados testamentos en euskera, siendo, a su juicio,
conveniente ¢l sistema de doble columna para evitar asi los problemas de
interpretacion derivados del escaso desarrollo del léxico juridico en euskera.

En este punto dofia Inmaculada Boneta, miembro del Parlamento Vasco
indicé que el 24 de noviembre de 1982 el Parlamento Vasco habria aprobado
la Ley de Bases de normalizacién del uso del euskera, estando prevista en
ella la posibilidad de otorgar instrumentos juridicos en cualquiera de las
lenguas oficiales de la Comunidad Auténoma, siendo la lengua de interpre-
tacién aguélla en que se hubiera redactado el documento.

Intervino por tultimo el Notario sefior Uranga, quien plantedé los proble
mas derivados de la obligacién de ejercitar el poder tesiatario en un solo
acto. Respecto a este tema el ponente sefialé como mejor medida el esta-
blecer la posibilidad de otorgar ese poder en uno o en varios actos.

V. La misma mafiana del domingo 19 de diciembre tuvo lugar la solem-
ne clausura del Congreso. Esta fue realizada, en nombre del Excmo. Sr. Le-
hendakari, por la Excma. Sra. Vicepresidente del Parlamento Vasco, dofia
Inmaculada Boneta. Junto a ella se hallaban presentes en la mesa, el Exce-
lentisimo Sr. Rector de la Universidad del Pafs Vasco Euskal Herriko Uni-
bertsitatea, don Gregorio Monreal; el Excmo. Sr. Secretario de Justicia de
Desarrollo Legislativo del Gobierno Vasco, don Juan Porres; el Excmo. Sr.
Diputado General de la Diputacién Foral de Guiptizcoa, don Xabier Aizarna;
el Excmo. Sr. Alcalde del Ayuntamiento de San Sebastidn, don Jests Maria
Alkain, y el Ilmo. Sr. Vicedecano de la Facultad de Derecho de la Universi-
dad del Pais Vasco y Secretaric del Congreso, don José Javier Hualde.



